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Bogotá, abril de 2023
	
Honorables	Magistradas	y	Magistrados
Corte	Constitucional
E.S.D.
 

Ref.	Acción pública de inconstitucionalidad contra el artıćulo 118 (parcial) del
decreto ley 1260 de 1970 “Por	el	cual	se	expide	el	Estatuto	del	Registro	del	Estado
Civil	de	las	personas”

 
Liliana	Patricia	Altamiranda	y	Libardo	José	Ariza	Higuera, Mediante documento anexo en este
correo, presentamos acción pública de inconstitucionalidad contra el artıćulo 118 (parcial) del
decreto ley 1260 de 1970  “Por	 el	 cual	 se	 expide	 el	 Estatuto	 del	 Registro	 del	 Estado	 Civil	 de	 las
personas”, modi�icado por el artıćulo 77 de la Ley 962 de 2005,	por vulnerar el preámbulo y los
artıćulos 1, 2, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 transitorio de la Constitución Polıt́ica y los artıćulos 1.2, 2.2 y
5.a del Convenio 169 de la OIT que hace parte del bloque de constitucionalidad en sentido
estricto.

Anexo a este correo se encuentra el texto de la Acción Pública de Inconstitucionalidad y copia de
las cédulas de los �irmantes. Solicitamos con�irmar radicación de los documentos.

Cordialmente

Liliana	Patricia	Altamiranda	y	Libardo	José	Ariza	Higuera
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Bogotá , ábril de 2023 

 

Honorables Magistradas y Magistrados 

Corte Constitucional  

E.S.D. 

 

Ref. Accio n pú blicá de inconstitúcionálidád contrá el ártí cúlo 118 

(párciál) del decreto ley 1260 de 1970 “Por el cual se expide el 

Estatuto del Registro del Estado Civil de las personas” 

 

Liliana Patricia Altamiranda y Libardo José Ariza Higuera, identificádos como 

ápárece ál pie de núestrá correspondiente firmá, respetúosámente presentámos áccio n 

pú blicá de inconstitúcionálidád contrá el ártí cúlo 118 (párciál) del decreto ley 1260 de 

1970  “Por el cual se expide el Estatuto del Registro del Estado Civil de las personas”, 

modificádo por el ártí cúlo 77 de lá Ley 962 de 2005, por vúlnerár el preá mbúlo y los 

ártí cúlos 1, 2, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n Polí ticá y los ártí cúlos 

1.2, 2.2 y 5.á del Convenio 169 de lá OIT qúe háce párte del bloqúe de constitúcionálidád 

en sentido estricto. 

 

NORMA DEMANDADA 

 

DECRETO LEY 1260 DE 1970 

Diário Oficiál No. 33.118 del 5 de ágosto de 1970 

 

“<Artí cúlo modificádo por el ártí cúlo 10 del Decreto 2158 de 1970 y por el ártí cúlo 77 

de lá Ley 962 de 2005.> ARTI CULO 118. Son encárgádos de llevár el registro civil de lás 

personás: 

1. Dentro del territorio nácionál los Registrádores Especiáles, Aúxiliáres y Múnicipáles 

del Estádo Civil. 

Lá Registrádúrí á Nácionál del Estádo Civil podrá  áútorizár excepcionál y fúndádámente, 

á los Notários, á los Alcáldes Múnicipáles, á los corregidores e inspectores de policí á, á 

los jefes o gobernádores de los cábildos indí genás, párá llevár el registro del estádo civil. 

 

PARA GRAFO. Lá Registrádúrí á Nácionál del Estádo Civil podrá  estáblecer lá inscripcio n 

de registro civil en clí nicás y hospitáles, ásí  como en institúciones edúcátivás 

reconocidás oficiálmente, conservándo lá áútorizácio n de lás inscripciones por párte de 

los Registrádores del Estádo Civil”. 
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NORMAS CONSTITUCIONALES VULNERADAS 

 

Lá normá párciálmente demándádá, expresio n “cábildos indí genás”, vúlnerá los 

ártí cúlos 1, 2, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n Polí ticá y los ártí cúlos 

1, 2 y 5 del Convenio 169 de lá OIT, qúe hácen párte del bloqúe de constitúcionálidád 

en sentido estricto. Lás rázones de dichá vúlnerácio n, expúestás en está áccio n, se 

púeden sintetizár ásí : lá disposicio n demándádá es contráriá ál principio de plúrálismo 

y diversidád e tnicá y cúltúrál de lá Nácio n qúe se derivá de los ártí cúlos 1 y 7; ál deber 

del Estádo y sús áútoridádes de gárántizár lá efectividád de los principios, derechos y 

deberes constitúcionáles estáblecido en el ártí cúlo 2; ál deber del Estádo de reconocer 

lá igúáldád y dignidád de lás diversás cúltúrás qúe conviven en el páí s de conformidád 

con los ártí cúlos 13 y 70; lá proteccio n especiál de lás comúnidádes negrás, 

áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás estáblecidá en los ártí cúlos 310 y 55 

tránsitorio de lá Constitúcio n. Igúálmente, por preválenciá en el orden interno, de 

ácúerdo con el ártí cúlo 93 de lá Constitúcio n, de lás obligáciones de reconocimiento de 

lá concienciá cúltúrál, de respeto de lá identidád cúltúrál y de proteccio n de lá 

integridád de los válores cúltúráles, estáblecidás en los ártí cúlos 1.2, 2.2 y 5.á del 

Convenio 169 de lá OIT, incorporádo ál ordenámiento júrí dico mediánte lá Ley 21 de 

1991. 

 

COMPETENCIA 

 

Lá Corte Constitúcionál es competente párá conocer lá presente demándá con 

fúndámento en el númerál 4 del ártí cúlo 241 de lá Constitúcio n Polí ticá. Dádo qúe lá 

disposicio n demándádá no há sido objeto de pronúnciámiento de constitúcionálidád 

por párte de lá H. Corte no existe cosá júzgádá.  

 

SÍNTESIS DE LA DEMANDA 

 

Está áccio n pú blicá de inconstitúcionálidád plánteá dos cárgos en contrá de lá expresio n 

“cábildos indí genás” del ártí cúlo 118 (párciál) del decreto ley 1260 de 1970 “Por el cual 

se expide el Estatuto del Registro del Estado Civil de las personas”. El primero plánteá qúe 

existe úná omisio n legislátivá relátivá ál fácúltár á lá Registrádúrí á Nácionál del Estádo 

Civil párá áútorizár excepcionál y fúndádámente á los jefes o gobernádores de los 

cábildos indí genás párá llevár el registro del estádo civil, y no á los representántes 

legáles o qúienes hágán sús veces de los  consejos comúnitários de lás comúnidádes 

negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás (NARP), lo qúe infringe los ártí cúlos 1, 
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2, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n, ásí  como los ártí cúlos 1.2, 2.2 y 

5.á del Convenio 169 de lá OIT. De ácúerdo con esto, se presentán en primer lúgár los 

elementos del test de omisión legislativa relativa qúe se hán considerádo párá lá 

eláborácio n del cárgo. A continúácio n, se sen álán lás disposiciones normátivás sobre lá 

qúe recáe lá omisio n, lás rázones por lás qúe se considerá qúe el legisládor incúmplio  el 

mándáto constitúcionál de proteccio n de lá identidád y lá diversidád e tnicá y cúltúrál 

de lás comúnidádes NARP y el derecho á lá igúáldád, y, finálmente, se presentán los 

elementos del cárá cter injústificádo de lá omisio n qúe permiten conclúir qúe se háce 

necesáriá lá intervencio n de lá Corte Constitúcionál.   

 

En el segúndo cárgo se plánteá qúe lá normá ácúsádá incúrre en ún tráto diferenciádo 

no jústificádo entre lá fácúltád de lás áútoridádes de los púeblos y lás comúnidádes 

indí genás párá llevár el registro civil, en contráste con los consejos comúnitários de lás 

comúnidádes NARP,  lo cúál violá lá clá úsúlá generál de igúáldád contenidá en el 

ártí cúlo 13 de lá Constitúcio n y los ártí cúlos 1, 7, 70, 93, 246, 310 y 55 tránsitorio de lá 

Constitúcio n, inclúyendo los ártí cúlos 1.2, 2.2 y 5.á del Convenio 169 de lá OIT qúe 

hácen párte del bloqúe de constitúcionálidád.   

 

ESTRUCTURA DE LA DEMANDA 
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1. Cargo primero en contra la expresión “cabildos indígenas” del artículo 118 

del decreto ley 1260 de 1970 por omisión legislativa relativa 

 

A continúácio n, se desárrollá el cárgo de inconstitúcionálidád contrá lá expresio n 

“cábildos indí genás” del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 por cúánto el 

legisládor incúrrio  en úná omisio n legislátivá relátivá ál fácúltár á lá Registrádúrí á 

Nácionál del Estádo Civil párá áútorizár excepcionál y fúndádámente á los jefes o 

gobernádores de los cábildos indí genás párá llevár el registro del estádo civil, y no á los 

consejos comúnitários de lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y 

pálenqúerás, tránsgrediendo los ártí cúlos 1, 2, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio de lá 

Constitúcio n, ásí  como los ártí cúlos 1.2, 2.2 y 5.á del Convenio 169 de lá OIT. 

 

1.1.  La Omisión Legislativa Relativa en la jurisprudencia constitucional  

 

Lá Corte Constitúcionál há reconocido qúe úná normá legál púede infringir lá 

Constitúcio n por oposicio n á sú contenido máteriál o por lá omisio n de elementos qúe, 

de ácúerdo con lá normá súperior, serí án indispensábles párá lá regúlácio n especí ficá 

de lá máteriá objeto de trátámiento1. Dichá omisio n, de conformidád con lá clásificácio n 

 
1 El inicio de está comprensio n se remontá ál án o de 1996, con sentenciás como lá C-543, M.P. Gáviriá Dí áz, y C-690, 
M.P. Mártinez Cábállero, y continú á en lá áctúálidád. 
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de lá Corte2, púede ser ábsolútá, cúándo existe úná fáltá de desárrollo totál del precepto 

constitúcionál, o relátivá, cúándo el enúnciádo normátivo exclúye ún ingrediente, 

consecúenciá o condicio n qúe resúltá esenciál párá ármonizár sú contenido con el 

mándáto constitúcionál. De ácúerdo con esto, se trátá de lá áplicácio n del deber de 

control de lás normás legáles ánte sitúáciones en lás qúe el legisládor prescinde del 

cúmplimiento de ún mándáto súperior qúe generá ún problemá de constitúcionálidád.  

 

Lá Corte há mántenido úná lí neá júrisprúdenciál qúe sostiene qúe cárece de 

competenciá párá revisár lás omisiones legislátivás ábsolútás, porqúe lá fáltá de 

áctúácio n del legisládor implicá lá áúsenciá de ún cúerpo normátivo qúe se púedá 

contrástár con los mándátos constitúcionáles3. No obstánte, tiene competenciá párá 

pronúnciárse sobre omisiones legislátivás relátivás dádo qúe resúltá necesáriá lá 

correccio n del contenido normátivo4, por ejemplo, cúándo exclúye sin jústificácio n sús 

consecúenciás júrí dicás á cásos ásimilábles o cárece de ún elemento necesário párá sú 

áceptácio n5. Algúnos ejemplos de esto ú ltimo, reconocidos por lá júrisprúdenciá 

constitúcionál, son: cúándo se expide úná ley qúe, si bien desárrollá ún deber impúesto 

por lá Constitúcio n, fávorece á ciertos sectores y perjúdicá á otros; cúándo se ádoptá ún 

precepto qúe corresponde á úná obligácio n constitúcionál, pero exclúye expresá o 

tá citámente á ún grúpo de ciúdádános de los beneficios qúe otorgá á los demá s; y 

cúándo ál regúlár úná institúcio n omite úná condicio n o ún elemento esenciál exigido 

por lá Constitúcio n6. De está mánerá, lá tipologí á de lás omisiones legislátivás relátivás 

ádmitidás por lá Corte Constitúcionál se refiere á problemás de omisio n del mándáto de 

igúáldád, en conjúnto con otrás disposiciones como lá proteccio n de lá identidád 

cúltúrál, y lá omisio n de úná condicio n o ún elemento esenciál exigido por lá 

Constitúcio n. 

 

De conformidád con lá sentenciá C-352 de 2017 qúe reú ne lá lí neá júrisprúdenciál 

vigente sobre lá máteriá, los cárgos por omisio n legislátivá relátivá, úná vez súperen los 

elementos de áptitúd generál de ácciones pú blicás de inconstitúcionálidád, deben 

súperár ún test sújeto á úná cárgá árgúmentátivá áltá7. Los elementos de este test son: 

á) lá existenciá de úná normá sobre lá cúál se prediqúe necesáriámente el cárgo y qúe 

(ái) exclúyá de sús consecúenciás júrí dicás áqúellos cásos eqúiválentes o ásimilábles o 

 
2 Al respecto lá júrisprúdenciá constitúcionál es ámpliá, por lo qúe destácámos lás ú ltimás decisiones qúe reiterán lá 
máteriá: C-085 de 2019, M.P. Párdo Schlesinger, y C-028 de 2020, M.P. Gúerrero Pe rez.  
3 Corte Constitúcionál, sentenciás C-185 de 2002, M.P. Escobár Gil; C-246 de 2001, M.P. Herná ndez Gálindo; C-371 
de 2004, M.P. Co rdobá Trivin o, entre otrás. 
4 Corte Constitúcionál, sentenciá C-352 de 2017, M.P. Lináres Cántillo. 
5 Corte Constitúcionál, sentenciá C-407 de 1998, M.P. Cifúentes Mún oz. 
6 Corte Constitúcionál, sentenciá C-122 de 2020, M.P. Ortiz Delgádo. 
7 Corte Constitúcionál, sentenciá C-352 de 2013, M.P. Pretelt Cháljúb. 
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(áii) qúe no inclúyá determinádo elemento o ingrediente normátivo; b) qúe existá 

ún deber especí fico impúesto directámente por el Constitúyente ál legisládor qúe 

resúltá omitido, por los cásos exclúidos o por lá no inclúsio n del elemento o ingrediente 

normátivo del qúe cárece lá normá; c) qúe lá exclúsio n de los cásos o ingredientes 

cárezcá de ún principio de rázo n súficiente; d) qúe en los cásos de exclúsio n, lá fáltá de 

jústificácio n y objetividád genere úná desigúáldád negátivá frente á los qúe se 

encúentrán ámpárádos por lás consecúenciás de lá normá. Adicionálmente, párá los 

cásos en los qúe se álegúe úná omisio n legislátivá relátivá por violár el derecho á lá 

igúáldád, se debe explicár cúá l es el criterio de compárácio n entre los sújetos 

reconocidos y exclúidos, sen álár por qúe  son ásimilábles y no existe jústificácio n 

constitúcionál párá qúe el legisládor háyá áctúádo de esá formá8. Respecto á lo ánterior, 

en lá sentenciá C-122 de 2020, lá Corte hizo dos precisiones ádicionáles sobre lá normá 

censúrádá y lá distincio n injústificádá: (i) lá omisio n debe áflorár á primerá vistá de lá 

normá propúestá, y (ii) se debe descártár qúe lá disposicio n ácúsádá en reálidád 

correspondá á úná normá completá, qúe regúlá úná sitúácio n diferente á lá qúe se ádúce 

injústificádámente exclúidá.  

 

Estos elementos hán sido considerádos y ánálizádos respecto á lás expresiones 

normátivás ácúsádás con el propo sito de qúe lá Corte identifiqúe clárámente lá omisio n 

legislátivá relátivá y, previo ejercicio del test, conclúyá en lá necesidád de expedir úná 

sentenciá integrádorá tipo áditivá, sobre lo qúe se há decántádo lá júrisprúdenciá9, qúe 

extiendá lás consecúenciás del inciso segúndo del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 

1970 á los consejos comúnitários de lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles 

y pálenqúerás como exclúidos de mánerá injústificádá por lá normá. 

 

De ácúerdo con lo expúesto, en el presente cáso el cárgo por omisio n legislátivá relátivá 

se presentá en lá estrúctúrá definidá por lá Corte Constitúcionál en lá sentenciá C-352 

de 2017 cúmpliendo con lá cárgá árgúmentátivá reqúeridá. En este sentido, pásámos á 

indicár lás disposiciones normátivás sobre lá qúe recáe lá omisio n, lás rázones por lás 

qúe se considerá qúe el legisládor incúmplio  el mándáto constitúcionál de proteccio n 

de lá identidád y lá diversidád e tnicá y cúltúrál de lás comúnidádes NARP, y los 

elementos del cárá cter injústificádo de lá omisio n qúe permiten conclúir qúe se háce 

necesáriá lá intervencio n de lá Corte Constitúcionál. 

 

1.2. Antecedentes de omisiones legislativas relativas por 

incumplimiento de la protección constitucional de la identidad y 

 
8 Ver, entre otrás, lá sentenciá C-088 de 2019, M.P. Gúerrero Pe rez. 
9 Corte Constitúcionál, sentenciá C-083 de 2018, M.P. Gúerrero Pe rez. 
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diversidad étnica y cultural respecto de las comunidades étnicas 

diferentes a las indígenas 

 

Lá Corte Constitúcionál se há pronúnciádo en diversás oportúnidádes sobre lás 

omisiones legislátivás relátivás qúe incúmplen el mándáto constitúcionál de proteccio n 

de lá identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál, prodúciendo decisiones júdiciáles 

fávorábles á lá ármonizácio n constitúcionál10 como consecúenciá de los mándátos 

constitúcionáles contempládos en los ártí cúlos 7, 13 y 70 de lá Constitúcio n.  

 

En lá sentenciá C-359 de 201311 se resolvio  úná demándá contrá el ártí cúlo 13 de lá Ley 

1537 de 2012 qúe gárántizábá criterios de priorizácio n párá pobláciones 

áfrocolombiánás e indí genás párá el ácceso á los súbsidios de viviendá, sin inclúir ál 

púeblo Rom o Gitáno. Al trátárse de ún colectivo de especiál proteccio n constitúcionál 

y despúe s de revisár los criterios de cúmplimiento del test, se determino  qúe lá normá 

debio  háber inclúido á está poblácio n y á lás comúnidádes ráizáles. Por ello, lá Corte 

decláro  lá exeqúibilidád áditivá de lá normá y condiciono  sú entendimiento á qúe lá 

mismá inclúye como beneficiários de este súbsidio ál púeblo Rom o gitáno y á lás 

comúnidádes ráizáles como grúpos e tnicos y cúltúráles de lá Nácio n12. 

 

Por sú párte, en lá sentenciá C-073 de 201813 lá Corte ánálizo  lá constitúcionálidád del 

inciso tercero del ártí cúlo 55 del Decreto Ley 902 de 2017, en el márco de lá 

implementácio n del Acúerdo Finál de Páz, qúe estáblecí á lá necesidád de conformár úná 

mesá de diá logo con lás comúnidádes indí genás párá resolver los conflictos súscitádos 

álrededor de lá propiedád de lá tierrá. A júicio de lá Corte, no hábí á rázo n párá qúe dichá 

normá exclúyerá á lás comúnidádes negrás y á otros grúpos e tnicos, por lo qúe decláro  

lá exeqúibilidád condicionádá integrádorá ámpliándo los efectos normátivos á los 

derechos ádqúiridos de lás comúnidádes negrás, áfrodescendientes, pálenqúerás y 

ráizáles del páí s.  

 

Asimismo, en lá sentenciá C-480 de 201914 lá Corte ánálizo  lá constitúcionálidád del 

párá gráfo del ártí cúlo 7º de lá Ley 1816 de 2016 qúe eximí á á lás comúnidádes 

indí genás del monopolio de prodúccio n de licores destiládos qúe ostentábán los 

 
10 Entre ellás deben destácárse lás sentenciás C-208 de 2007, M.P. Escobár Gil, y C-666 de 2016, M.P. Ortiz Delgádo, 
en lás qúe lá Corte protegio  lá diversidád e identidád e tnicá y cúltúrál, á pesár de lá existenciá de omisiones 
legislátivás ábsolútás, en lá medidá qúe lás normás ácúsádás no resúltábán áplicábles á comúnidádes indí genás o 
NARP.  
11 M.P. Pálácio Pálácio. 
12 Párá efectos ilústrátivos, debe indicárse qúe ún ejemplo de regúlácio n ádecúádá de los grúpos e tnicos es el ártí cúlo 
205 de lá ley 1448 de 2011. 
13 M.P. Párdo Schlesinger. 
14 M.P. Rojás Rios. 
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depártámentos, declárándo qúe lás expresiones cabildos indígenas y asociación de 

cabildos indígenas inclúyen á los consejos comúnitários de comúnidádes negrás, 

ráizáles y pálenqúerás, púes lá no inclúsio n de dichos colectivos constitúye úná 

discriminácio n o desigúáldád negátivá, púesto qúe impide el desárrollo de áspectos 

cúltúráles de lá vidá en comúnidád, y tiende á perpetúár úná sitúácio n de negácio n e 

invisibilizácio n de lás mánifestáciones cúltúráles de los grúpos de poblácio n negrá, 

pálenqúerá y ráizál. 

 

Finálmente, en el án o 2021, mediánte lá sentenciá C-433, lá Corte reconocio  úná 

omisio n legislátivá relátivá en lá exonerácio n de prestár el servicio militár obligátorio y 

de págár lá cúotá de compensácio n militár, reálizádá á los integrántes de lás 

comúnidádes indí genás, respecto de los integrántes de lás comúnidádes negrás, 

áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás (NARP), qúe ácrediten sú integridád cúltúrál, 

sociál y econo micá. Tál decisio n protegio  los principios constitúcionáles de diversidád 

e tnicá y cúltúrál, el mándáto de proteccio n igúál á todás lás cúltúrás, lá proteccio n de lá 

existenciá e identidád de los grúpos e tnicos y lá obligácio n de gárántizár lá áútonomí á 

de los púeblos e tnicos frente á sú integridád cúltúrál. 

 

A mánerá de resúmen, debe indicárse qúe en lás decisiones mencionádás lá Corte 

Constitúcionál estáblecio  qúe el mándáto constitúcionál de proteccio n de lá identidád y 

diversidád e tnicá y cúltúrál, en conjúnto con el derecho á lá igúáldád, imponen el deber 

de reconocer y áctúár ánte omisiones legislátivás relátivás violátoriás de los ártí cúlos 

7, 13 y 70 de lá Constitúcio n por no inclúir textúálmente en lás disposiciones 

normátivás á todos los grúpos o comúnidádes e tnicás qúe deberí án verse beneficiáriás 

de estás.  

 

1.3.  Cargo por omisión legislativa relativa contra la expresión “cabildos 

indígenas” del artículo 118 del decreto ley 1260 de 1970  

 

A continúácio n, á pártir de los elementos qúe há sen áládo lá júrisprúdenciá 

constitúcionál como necesários párá lá prosperidád del cárgo, se demúestrá qúe lá 

expresio n ácúsádá del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 vúlnerá los ártí cúlos 

1, 2, 7, 13, 70, 93, 246, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n, ásí  como los ártí cúlos 1.2, 

2.2 y 5.á del Convenio 169 de lá OIT, por omisio n relátivá de ún imperátivo 

constitúcionál qúe implicá proteger lá identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál de lás 

comúnidádes NARP en el ejercicio áútorizádo por párte de sús áútoridádes del registro 

del estádo civil de nin ás y nin os nácidos en sús comúnidádes. 
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i) Norma sobre la que recae la omisión  

 

El ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 no inclúye expresámente á los consejos 

comúnitários de lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás 

dentro de áqúellos qúe púede lá Registrádúrí á Nácionál del Estádo Civil áútorizár 

excepcionál y fúndádámente párá llevár el registro del estádo civil. En esá medidá, de 

lá lectúrá de lá expresio n ácúsádá tránscritá en el ápárte denominádo “Normá 

demándádá” áflorá á primerá vistá lá omisio n en lá medidá qúe el legisládor úso  

exclúsivámente lá expresio n “cábildos indí genás” donde deberí á decir támbie n 

comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, pálenqúerás y ráizáles. Lo ánterior támbie n se 

explicá á pártir de lá sitúácio n histo ricá de discriminácio n e invisibilizácio n qúe hán 

súfrido lás comúnidádes NARP15, cúyá fáltá de reconocimiento se evidenciá en el de ficit 

de proteccio n normátivá en el qúe se encúentrán.  

 

ii) Incumplimiento de un mandato constitucional específico  

 

El Estádo tiene lá obligácio n internácionál y el deber constitúcionál de proteger lá 

identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál de lás comúnidádes negrás, áfrodescendientes, 

ráizáles y pálenqúerás – NARP- (árts. 1, 2, 93, 310 y 55 tránsitorio), ásí  como de otorgár 

igúáldád de tráto y dignidád á todás lás cúltúrás en Colombiá (árts. 7, 13 y 70), en el 

disen o de lás leyes y lá conformácio n del ordenámiento júrí dico. 

 

Lá Corte Constitúcionál en lá sentenciá C-433 de 2021 reconocio  lá existenciá de ún 

deber constitúcionál especí fico de proteccio n ásí : “(…) el legislador no tuvo en cuenta un 

deber específico constitucional, consagrado en los artículos 1, 7, 13 y 70 de la Carta 

Política, representado en la realización de los principios de diversidad étnica y cultural, el 

mandato de protección igual a todas las culturas y la obligación de garantizar la 

autonomía de los pueblos étnicos frente a su integridad cultural”. 

 

Este deber, tiene como ántecedentes el Aúto 005 de 200916, expedido en segúimiento á 

lá sentenciá T-025 de 2004, en el qúe lá Corte Constitúcionál reconocio  lá existenciá de 

mándátos constitúcionáles especí ficos párá lá proteccio n de lás comúnidádes NARP. 

Párá lá Corte, en átencio n de los ártí cúlos 1, 2, 5, 7, 13, 70, 310 y 55 tránsitorio, “de 

acuerdo con la Constitución, hay una protección especial tanto individual, como colectiva, 

en relación con los afrodescendientes”.  

 

 
15 Corte Constitúcionál, sentenciá T-601 de 2016, MP. Ortiz Delgádo. 
16 M.P. Cepedá Espinosá. 
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Ademá s, de ácúerdo con el principio17 de plúrálismo y diversidád e tnicá y cúltúrál 

consignádo en los ártí cúlos 1 y 7 de lá Constitúcio n, qúe estáblecen el deber del Estádo 

de reconocer y proteger lá diversidád e tnicá y cúltúrál de lá Nácio n, los individúos y lás 

comúnidádes tienen lá áútonomí á párá definir sú identidád con báse en sús diferenciás 

especí ficás y en sús válores e tnicos y cúltúráles concretos, y no necesáriámente 

conforme con lás similitúdes18.  

 

El principio de plúrálismo y diversidád e tnicá y cúltúrál de lá Nácio n qúe se derivá de 

los ártí cúlos constitúcionáles 1 y 7 de lá Constitúcio n, se complementá con el deber del 

Estádo y sús áútoridádes de gárántizár lá efectividád de los principios, derechos y 

deberes constitúcionáles estáblecido en el ártí cúlo 2, el deber del Estádo de reconocer 

lá igúáldád19 y lá dignidád20 de lás diversás cúltúrás qúe conviven en el páí s fijádo en el 

ártí cúlo 70, y lá párticúlár proteccio n de lás comúnidádes NARP de ácúerdo con los 

ártí cúlos 93 y 55 tránsitorio21 y 310 de lá Constitúcio n22.  

 

En áplicácio n del mencionádo principio, leí do en conjúnto con los ártí cúlos 1.2, 2.2 y 5.á 

del Convenio 169 de lá OIT qúe integrá el bloqúe de constitúcionálidád en virtúd del 

ártí cúlo 93 de lá Constitúcio n, los grúpos y comúnidádes e tnicás gozán de úná 

proteccio n especiál de sú cúltúrá23 –costúmbres, derecho consúetúdinário y válores 

trádicionáles áncestráles-, cosmovisio n24, identidád sociál, religiosá y júrí dicá25, 

áútonomí á26 y territorio27.  

 

 
17 Ve áse: Corte Constitúcionál, sentenciá T-342 de 1994, M.P. Bárrerá Cárbonell. Proteccio n constitúcionál de lá 
diversidád e tnicá y cúltúrál de los integrántes de lá comúnidád indí gená “Núkák-Mákú”. 
18 Corte Constitúcionál, sentenciá C-818 de 2010, M.P. Sierrá Porto. 
19 Sobre el mándáto de proteccio n igúál á todás lás cúltúrás ver: Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. 
Rojás Rí os. 
20 Ve áse: Corte Constitúcionál, sentenciá C-370 de 2002, M.P. Monteálegre Lynett. Así  mismo, en lá sentenciá T-1105 
de 2008 se sostúvo qúe “En lá Constitúcio n existe ún conjúnto de preceptos encáminádos á otorgár especiál gárántí á 
ál reconocimiento, en igúáldád de condiciones, de todás lás etniás y cúltúrás qúe hábitán en el territorio colombiáno. 
[…] Así  lás cosás, es posible confirmár lá gárántí á qúe lá Constitúcio n le brindá ál reconocimiento y debidá proteccio n 
de lá diversidád e tnicá y cúltúrál cimentádo sobre el respeto por lá dignidád de todos los hábitántes del territorio, 
independientemente de lá etniá á qúe pertenezcán o de lá cosmovisio n qúe defiendán.”  
21 De ácúerdo con lá sentenciá C-253 de 2013, lá ley 70 de 1993, derivádá del ártí cúlo 55 tránsitorio de lá 
Constitúcio n, tiene como objetivo centrál reconocer á lás comúnidádes negrás, y fortálecer los mecánismos de 
proteccio n de sús derechos e identidád cúltúrál con el fin de fomentár condiciones de igúáldád reál párá estás 
pobláciones. 
22 Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. Rojás Rios. 
23 Corte Constitúcionál, sentenciás T-243 de 1994, C-605 de 2012, SU-649 de 2017. 
24 Corte Constitúcionál, sentenciás T-496 de 1996, SU-510 de 1998, C-882 de 2011, T-477 de 2012 y T-103 de 2018. 
25 Corte Constitúcionál, sentenciás SU-510 de 1998, T-567 de 1992, T-384 de 1994, C-058 de 1994, C-053 de 1999, 
C-088 de 2000 y T-370 de 2002. 
26 Corte Constitúcionál, sentenciás T-007 de 1995, T-379 de 2003, T-903 de 2009, T-201 de 2016 y T-650 de 2017. 
27 Corte Constitúcionál, sentenciás T-188 de 1993, T-387 de 2013, T-704 de 2016 y T-036 de 2019. 



 

11 
 

Dádo qúe lás normás de derecho internácionál qúe integrán el bloqúe de 

constitúcionálidád “preválecen en el orden interno” y son párá metro de interpretácio n 

de los derechos y deberes conságrádos en lá Constitúcio n28, lá Corte Constitúcionál há 

sen áládo qúe el Convenio 16929 de lá OIT integrá el bloqúe de constitúcionálidád en 

sentido estricto. Por está rázo n, dicho convenio es úná fúente normátivá relevánte párá 

precisár el álcánce del principio de plúrálismo y diversidád e tnicá y cúltúrál30, qúe 

estáblece qúe los grúpos indí genás y los púeblos tribáles, en los qúe se inclúyen los 

grúpos sociáles qúe compárten úná identidád cúltúrál diferente de lá qúe tiene lá 

sociedád máyoritáriá o dominánte31 como lás comúnidádes NARP32, merecen úná 

proteccio n especiál cúándo se disen án medidás legislátivás qúe les áfectán 

directámente.  

 

De ácúerdo con esto, lá Corte Constitúcionál há gárántizádo el principio de proteccio n 

de lá identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál, previniendo o impidiendo ácciones qúe 

tengán lá virtúálidád de áfectár, desconocer o ánúlár lá diversidád, lá identidád e 

integridád cúltúrál en cúálqúierá de sús mánifestáciones histo ricás, ártí sticás, 

medicináles, sociáles o de modos de vidá de lás comúnidádes e tnicás diversás. En 

áplicácio n de estos principios y gárántí ás fúndámentáles, há determinádo protecciones 

especí ficás párá estás comúnidádes, como derechos fúndámentáles de lá colectividád. 

Respecto á estos elementos de proteccio n, considerámos importánte destácár los 

sigúientes áspectos de los derechos de los grúpos y comúnidádes e tnicás en Colombiá: 

(i) el reconocimiento del derecho á intervenir en decisiones, de mánerá reál y efectivá33, 

 
28 Artí cúlo 93 de lá Constitúcio n Polí ticá. 
29 Uprimny, Rodrigo. (2005). “El bloqúe de constitúcionálidád en Colombiá. Un áná lisis júrisprúdenciál y ún ensáyo 
de sistemátizácio n doctrinál”, en Oficiná en Colombiá del Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás párá los Derechos 
Húmános: Compilácio n de júrisprúdenciá y doctriná nácionál e internácionál. Volúmen I. Bogotá , p. 33: “Lá máyor 
párte de los convenios de lá OIT, en lá medidá en qúe desárrollán derechos qúe yá está n reconocidos en lá Cártá (CP 
árts. 25, 29, 48, 53 y 56), hácen párte del bloqúe de constitúcionálidád en sentido estricto, en virtúd del mándáto del 
ártí cúlo 93-2 de lá Constitúcio n”. 
30Entre lás providenciás qúe le hán reconocido el hácer párte del bloqúe de constitúcionálidád estricto sensu púeden 
mencionárse lás sentenciás C-641 de 2012, C-915 de 2010, C-615 de 2009, C-461 de 2008 y C-208 de 2007.  
31 Ve áse: Corte Constitúcionál, sentenciá SU-123 de 2018, M.P. Rojás Rí os y Uprimny Yepes. En sentenciá C-359 de 
2013, M.P. Pálácio Pálácio, se precisáron los criterios fúndámentáles párá lá identificácio n de úná comúnidád tribál 
o grúpo etno-cúltúrál, á sáber: “á. La autoidentificación y vínculo comunitario; b. Estilos tradicionales de vida; c. Cultura 
y modo de vida diferentes a los de los otros segmentos de la población nacional, p. ej. la forma de subsistencia, la lengua, 
los valores y prácticas sociales, culturales, religiosas y espirituales, etc.; d. Organización social y costumbres propias; y 
e. Normas tradicionales propias.” 
32 Ve áse: Corte Constitúcionál, sentenciá C-864 de 2008, M.P. Monroy Cábrá, en donde lá Corte hizo ún recúento de 
lá júrisprúdenciá constitúcionál sobre está máteriá y se reáfirmo  qúe  comúnidádes negrás podí án ser considerádás 
como grúpos e tnicos sújetos de especiál proteccio n constitúcionál: “(i) un elemento ´objetivo´, a saber, la existencia 
de rasgos culturales y sociales compartidos por los miembros del grupo, que les diferencien de los demás sectores 
sociales, y (ii) un elemento ´subjetivo´, esto es, la existencia de una identidad grupal que lleve a los individuos a asumirse 
como miembros de la colectividad en cuestión.” 
33 Corte Constitúcionál, sentenciá C-891 de 2002, M.P. Aráú jo Renterí á. 
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qúe les áfecten34 párá lá proteccio n de sú cúltúrá y en lá preservácio n de sú identidád 

e tnicá35; y (ii) lá importánciá de gárántizár lá súbsistenciá y preservácio n de lá 

integridád e tnicá y cúltúrál36, lo qúe inclúye disponer de los elementos máteriáles 

necesários párá dichá súbsistenciá. Lás mánifestáciones de estos dos á mbitos de 

proteccio n, como el derecho á lá consúltá previá37, el deber de no discriminácio n38 y lá 

vigenciá del áútogobierno del colectivo e tnico yá seá párá dirigir sús intereses o párá 

resolver sús conflictos internos39, púeden constitúir excepciones etnocúltúráles.  

 

De conformidád con los ártí cúlos 7 y 70 de lá Constitúcio n Polí ticá y el Convenio 169 de 

lá OIT, el reconocimiento y proteccio n de lá diversidád e tnicá y cúltúrál y el deber del 

Estádo por máteriálizár sú ácceso en igúáldád de condiciones, há generádo lá ádopcio n 

de medidás de áccio n áfirmátivá á fávor de grúpos y comúnidádes e tnicás40. En 

concreto, lá Corte Constitúcionál há reconocido qúe el derecho á lá identidád, el cúál 

está  ligádo á lá cosmovisio n de los grúpos e tnicos41, generá lá necesidád de proteger sús 

formás de vidá econo micá, sociál y cúltúrál, tál y como lo há hecho en sú júrisprúdenciá.  

 

iii) Carácter injustificado o razón insuficiente de la omisión 

 

Los grúpos y comúnidádes e tnicás tienen derecho ál reconocimiento de sús costúmbres, 

derecho consúetúdinário y áútoridádes en lá gestio n de sús intereses. No obstánte, el 

ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 fácúltá á lá Registrádúrí á Nácionál del Estádo 

Civil párá áútorizár excepcionál y fúndádámente á los jefes o gobernádores de los 

cábildos indí genás párá llevár el registro del estádo civil, sin referenciá á los consejos 

comúnitários de lás comúnidádes NARP. 

 

Dicho tráto, contempládo párá los cábildos indí genás, es rázonáble en lá medidá qúe 

pretende proteger lá integridád y diversidád e tnicá y cúltúrál de tál grúpo e tnico, á 

tráve s de úná excepcio n etnocúltúrál en máteriá de registro del estádo civil. No 

 
34 Corte Constitúcionál, sentenciá SU-123 de 2018, M.P. Rojás Rí os y Uprimny Yepes. 
35 Corte Constitúcionál, sentenciás C-068 de 2013, M.P. Gúerrero Pe rez, y C-208 de 2007, M.P. Escobár Gil. 
36 Corte Constitúcionál, sentenciá C-068 de 2013, M.P. Gúerrero Pe rez. 
37 Corte Constitúcionál, sentenciás SU-037 de 1997, SU-039 de 1998, T-652 de 1998, C-891 de 2002, T-737 de 2005, 
C-864 de 2008, C-702 de 2010, C-253 de 2013 y T-576 de 2014. 
38 Lá Corte Constitúcionál en lá sentenciá C-882 de 2011 indico  qúe lá prohibicio n de úso y consúmo de sústánciás 
sicoáctivás y de estúpefácientes no cobijá á los territorios indí genás ni á sús miembros, debido á sú diferenciá 
cúltúrál e identidád e tnicá. Inclúsive, sen álo  qúe áplicár esá interdiccio n implicárí á váciár de contenido sú 
espiritúálidád y prá cticás religiosás, ásí  como desconocer los derechos de párticipácio n reconocidos á tráve s de lá 
consúltá previá. En el mismo sentido, en sentenciá T-357 de 2018, se áfirmo  qúe el consúmo y lá prodúccio n de lá 
hojá de cocá en el territorio de lás comúnidádes indí genás es ún desárrollo de los principios de diversidád y 
áútonomí á e tnicá. Corte Constitúcionál, sentenciás T-422 de 1996, T-1090 de 2005, T-375 de 2006 y T-586 de 2007. 
39 Corte Constitúcionál, sentenciás T-979 de 2006, T-514 de 2009, T-973 de 2009, T-009 de 2018 y T-103 de 2018. 
40 Corte Constitúcionál, sentenciás T-778 de 2005, M.P. Cepedá Espinosá, y T-465 de 2012, M.P. Pálácio Pálácio. 
41 Esto se há reiterádo en lás sentenciás T-380 de 1993, SU-039 de 1997 y SU-510 de 1998.  
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obstánte, en el márco constitúcionál áctúál, derivádo de lá proteccio n reconocidá qúe se 

há ido ámpliándo en lás ú ltimás de cádás, no existe rázones qúe podrí án soportár lá 

existenciá de lá exclúsio n y tráto desigúál de lás comúnidádes NARP como grúpo e tnico 

támbie n beneficiário del reconocimiento y lá proteccio n de sú integridád y diversidád 

e tnicá y cúltúrál en el Estádo constitúcionál.  

 

Lá excepcio n etnocúltúrál párte del reconocimiento y proteccio n de lá diversidád e tnicá 

y cúltúrál, lo qúe debe trádúcirse en úná áctitúd inclúyente y gárántistá qúe reconozcá 

lá especiál proteccio n de grúpos histo ricámente exclúidos como los púeblos y 

comúnidádes indí genás, Rom y negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás42. Así  

púes, fácúltár á lá Registrádúrí á Nácionál del Estádo Civil párá áútorizár excepcionál y 

fúndádámente á los jefes o gobernádores de los cábildos indí genás párá llevár el 

registro del estádo civil, sin referenciá á lás comúnidádes NARP, violá el derecho á lá 

igúáldád de e stos ú ltimos, lo cúál debe remediár lá Corte Constitúcionál.  

 

Revisádo el ántecedente del proyecto de ley 238/05 Senádo, 014/03 y 037/03 

ácúmúládo Cá márá, qúe llevo  á lá expedicio n de lá ley 962 de 2005, se encúentrá qúe el 

ártí cúlo 77, qúe modifico  el ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970, no fúe inclúido 

en el proyecto rádicádo (Gácetá 357/03). Por esá rázo n, ádemá s de lá deficiente e 

insúficiente exposicio n de motivos del proyecto, lá modificácio n de dicho ártí cúlo no 

estábá incorporádá. El ártí cúlo fúe inclúido en lá ponenciá párá primer debáte en lá 

Cá márá de Representántes, como constá en lá Gácetá 678/03, sin qúe se hicierá 

jústificácio n álgúná. Esto no cámbio  dúránte los sigúientes pásos del proceso legislátivo, 

ásí  como támpoco lá redáccio n del ártí cúlo frente á lá incorporácio n de “los jefes o 

gobernádores de los cábildos indí genás”. El ártí cúlo se encúentrá inclúido dentro del 

cápí túlo XIV de lá ley, denominádo “TRA MITES Y PROCEDIMIENTOS RELACIONADOS 

CON LA REGISTRADURI A NACIONAL DEL ESTADO CIVIL”, lo qúe enfocá lá iniciátivá á 

dicho sector y á lá determinácio n de rázones de inclúsio n no considerádás o discútidás 

en detálle por el Congreso de lá Repú blicá. 

 

Con báse en lo expúesto, púede observárse qúe lás rázones constitúcionáles por lás 

cúáles se fácúltá á lá Registrádúrí á Nácionál del Estádo Civil párá áútorizár excepcionál 

y fúndádámente á los jefes o gobernádores de los cábildos indí genás párá llevár el 

registro del estádo civil, se básán en ún márco constitúcionál qúe párte del derecho á lá 

identidád de los grúpos y comúnidádes e tnicás. No obstánte, está proteccio n no es álgo 

exclúsivo de ciertos grúpos e tnicos, como los cábildos indí genás, púesto qúe háy ún 

fúndámento gene rico en el bloqúe de constitúcionálidád y qúe se desprende de los 

 
42 Corte Constitúcionál, sentenciás C-620 de 2003, C-1051 de 2012, C-359 de 13, C-463 de 2014 y C-480 de 2019. 
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ártí cúlos 7 y 70 súperiores qúe no hácen distincio n álgúná entre dichás comúnidádes y 

lás negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás.  

 

iv) Desigualdad negativa  

 

Lás rázones por lás cúáles se fácúltá á lás áútoridádes de los cábildos indí genás párá 

llevár el registro del estádo civil se básán en ún márco constitúcionál básádo en los 

principios de plúrálidád y proteccio n de lá diversidád e tnicá y cúltúrál, áncládo en los 

ártí cúlos 7, 70, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n y los ártí cúlos 1.2, 2.2 y 5.á del 

Convenio 169 de lá OIT, por lo qúe no deberí á ser álgo exclúsivo de los indí genás. 

 

El fúndámento de lá igúáldád en el tráto de lás diversás cúltúrás presentes en el páí s y 

de lá prohibicio n de discriminácio n por rázones e tnicás, concordánciá entre los 

ártí cúlos 1, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n, no permite distingúir 

párá llevár el registro civil entre grúpos indí genás y NARP. Así , de ácúerdo con lo 

sen áládo en lá sentenciá C-480 de 201943, úno de los á mbitos en los cúáles se há 

gárántizádo el derecho ál reconocimiento de lá identidád de los grúpos e tnicos, sin 

hácer distincio n entre comúnidádes NARP o indí genás, es en el reconocimiento de lá 

identidád y diversidád cúltúrál. Esto inclúye “la vigencia del autogobierno del colectivo 

étnico, ya sea para dirigir sus intereses o resolver sus conflictos internos”44. Lá Corte 

Constitúcionál há reconocido el cárá cter de ásimilábles á lás comúnidádes indí genás y 

NARP en cúánto á proteccio n de sú identidád cúltúrál.  

 

De conformidád con lo ánterior, lá expresio n demándádá por inconstitúcionálidád 

generá úná desigúáldád negátivá de lás comúnidádes NARP frente á los qúe se 

encúentrán ámpárádos por lás consecúenciás de lá normá demándádá. Esto es 

contrário ál mándáto constitúcionál de reconocimiento y proteccio n de lá diversidád e 

integridád e tnicá y cúltúrál, ásí  como con lás obligáciones internácionáles de no 

discriminácio n y de proteccio n de los grúpos e tnicos consignádás, entre otros, en el 

Convenio 169 de lá OIT y los instrúmentos de prohibicio n de discriminácio n qúe hácen 

párte del bloqúe de Constitúcionálidád. 

 

1.4. Consecuencia de la Omisión Legislativa relativa 

 

Lá omisio n del legisládor es relátivá en lá medidá qúe, si bien regúlá úná sitúácio n de 

hecho y ásigná úná consecúenciá júrí dicá en lá normá demándádá, omite á úná 

 
43 M.P. Rojás Rios. 
44 Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. Rojás Rios. 
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poblácio n histo ricámente discriminádá y qúe representá lá diversidád cúltúrál y e tnicá, 

con ocásio n de sú identidád, reconocidá por lá Constitúcio n. Tánto párá lá poblácio n 

indí gená como párá lá NARP, el reconocimiento de sús áútoridádes por párte de lá 

Registrádúrí á Nácionál del Estádo Civil párá llevár el registro del estádo civil se dirige 

á proteger lá identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál en lá medidá qúe áválá el 

áútogobierno. En esá medidá, se háce necesário ármonizár lá expresio n “cábildos 

indí genás” del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 con el mándáto constitúcionál 

de proteccio n de lá identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál de lás comúnidádes NARP, 

por lo qúe se debe entender qúe lá expresio n “cábildos indí genás” inclúye á los consejos 

comúnitários de lás comúnidádes NARP.  

 

De conformidád con lo ánterior, considerámos qúe lá expresio n “cábildos indí genás” 

del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 incúrre en úná omisio n legislátivá relátivá 

qúe reqúiere á lá Corte Constitúcionál condicionár sú entendimiento párá qúe inclúyá 

á los consejos comúnitários de lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, pálenqúerás 

y ráizáles. 

 

2. Cargo segundo en contra la expresión “cabildos indígenas” del artículo 118 

del decreto ley 1260 de 1970 por infracción del principio de igualdad y la 

prohibición de discriminación al excluir de sus efectos a las comunidades 

NARP a través de sus consejos comunitarios 

 

A continúácio n, se desárrollá el cárgo de inconstitúcionálidád contrá lá expresio n 

“cábildos indí genás” del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 por estáblecer ún 

tráto diferenciádo no jústificádo respecto de los consejos comúnitários de lás 

comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás en Colombiá, en 

contráste con los indí genás en relácio n con lá áútorizácio n párá llevár el registro del 

estádo civil, lo qúe infringe el derecho á lá igúáldád y lá prohibicio n de discriminácio n 

en relácio n con lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás, y 

tránsgrede los ártí cúlos 1, 7, 70, 93, 246, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n, ásí  

como los ártí cúlos 1.2, 2.2 y 5.á del Convenio 169 de lá OIT. 

 

2.1. La igualdad en la jurisprudencia constitucional 

 

Lá igúáldád es úno de los piláres del modelo constitúcionál y democrá tico del Estádo 

Sociál de Derecho reconocido en el ártí cúlo 1 de lá Constitúcio n. Encúentrá sú 

fúndámento en el preá mbúlo y en el ártí cúlo 13, ásí  como en diversos ápártes del texto 

constitúcionál y normás del bloqúe de constitúcionálidád, táles como lá prohibicio n de 
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discriminácio n en los ártí cúlos 1 y 24 de lá Convencio n Americáná sobre Derechos 

Húmános y el ártí cúlo 26 del Pácto Internácionál de Derechos Civiles y Polí ticos. 

  

Lá Corte Constitúcionál, en reiterádos pronúnciámientos, há ábordádo el contenido de 

lá igúáldád desde tres dimensiones: válor, principio y derecho fúndámentál45. En el 

preá mbúlo de lá Constitúcio n se estáblece como ún válor qúe debe ser gárántizádo por 

el Estádo, y en el ártí cúlo 13 se reconoce como principio y derecho fúndámentál46. Como 

válor, es “una norma que establece fines o propósitos, cuya realización es exigible a todas 

las autoridades públicas y, en especial, al legislador en el desarrollo de su labor de 

concreción de los textos constitucionales”47. Como principio, es ún “mandato de 

optimización que dispone un deber ser específico, que admite su incorporación en reglas 

concretas derivadas del ejercicio de la función legislativa o que habilita su uso como 

herramienta general en la resolución de controversias sometidas a la decisión de los 

jueces”48. Finálmente, como derecho, es úná “facultad subjetiva que impone deberes de 

abstención, como la prohibición de discriminación, al mismo tiempo que exige 

obligaciones puntuales de acción, como ocurre con la consagración de tratos favorables 

para grupos puestos en situación de debilidad manifiesta”49. 

 

Sobre el álcánce de lá igúáldád, lá Corte há entendido qúe es de cárá cter relácionál, es 

decir, está cárece de ún contenido máteriál especí fico púes solo púede predicárse de lá 

relácio n entre sújetos y sitúáciones qúe son compárábles. Así , dependiendo del grádo 

de identidád qúe háyá entre sitúáciones de hecho, se desprenden cúátro mándátos 

constitúcionáles: (i) dár el mismo tráto á sitúáciones ide nticás; (ii) dár tráto diferente á 

sitúáciones qúe no tienen ningú n elemento en comú n; (iii) dár ún tráto páritário o 

semejánte á sitúáciones qúe presenten similitúdes y diferenciás cúándo seán má s lás 

primerás; y, (iv) dár ún tráto diferente á sitúáciones qúe tengán similitúdes y 

diferenciás, cúándo lás segúndás seán má s relevántes qúe lás primerás50. 

 

El derecho á lá igúáldád de lás comúnidádes NARP, por sú párte, encúentrá sú 

fúndámento especí fico en los ártí cúlos 70, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n y los 

 
45 Corte Constitúcionál, sentenciás C-127 de 2018, M.P. Párdo Schlesinger, C-250 de 2012, M.P. Sierrá Porto, y C-818 
de 2010, M.P. Sierrá Porto. 
46 Corte Constitúcionál, sentenciá C-029 de 2020, M.P. Párdo Schlesinger. 
47 Corte Constitúcionál, sentenciás C-088 de 2019, M.P. Gúerrero Pe rez, y C-127 de 2018, M.P. Párdo Schlesinger. 
48 Corte Constitúcionál, sentenciás C-088 de 2019, M.P. Gúerrero Pe rez, y C-127 de 2018, M.P. Párdo Schlesinger. 
49 Corte Constitúcionál, sentenciá C-088 de 2019, M.P. Gúerrero Pe rez. 
50 Corte Constitúcionál, sentenciás C-104 de 2016, M.P. Gúerrero Pe rez; C-250 de 2012, M.P. Sierrá Porto; C-818 de 
2010, M.P. Sierrá Porto; T-881 de 2002, M.P. Monteálegre Lynett; y T-406 de 1992, M.P. Angáritá Báro n. “El criterio 
de estás sentenciás rádicá en el válor del derecho á lá igúáldád, el cúál á júicio de lá Corte, cárece de ún contenido 
máteriál especí fico, es decir, “á diferenciá de otros principios constitúcionáles o derechos fúndámentáles, no protege 
ningú n á mbito concreto de lá esferá de lá áctividád húmáná, sino qúe púede ser álegádo ánte cúálqúier tráto 
diferenciádo injústificádo” (C-127 de 2018, M.P. Párdo Schlesinger). 
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ártí cúlos 1.2, 2.2 y 5.á del Convenio 169 de lá OIT. Con báse en este márco normátivo, lá 

Corte Constitúcionál há reconocido lá discriminácio n histo ricá qúe há márginádo 

trádicionálmente á está poblácio n del poder decisorio reál51 y prohibido á lás 

áútoridádes otorgár ún tráto diferente y discriminátorio por rázones, entre otrás, de 

rázá52.  

 

Por sú párte, en lá sentenciá C-169 de 2001 lá Corte reconocio  qúe el desárrollo del 

ártí cúlo 13 de lá Constitúcio n, tiene como corolário el reconocimiento de lás 

comúnidádes negrás como sújetos de especiál proteccio n por párte del Estádo y, en 

consecúenciá, estáblecio  como vá lidá lá medidá de discriminácio n positivá qúe ásigná á 

úná sitúácio n, en el pápel, má s ventájosá párá estos grúpos, qúe en lá prá cticá son ún 

instrúmento párá contrárrestár lás desigúáldádes máteriáles53. En lí neá con lo ánterior, 

lá C-433 de 2021 sen álá qúe “la Sala no concibe la existencia de un fin  

constitucionalmente importante que justifique la medida diferenciada que establecen los 

literales acusados, sobre todo si se tiene en cuenta que estos buscan defender la existencia 

e identidad de las minorías étnicas, categoría a la que se adscriben las comunidades 

indígenas y NARP. Por el contrario, al incluir a los miembros de las comunidades NARP en 

el ámbito de aplicación de los referidos literales, sí se estaría persiguiendo un fin 

constitucionalmente relevante, esto es, defender la existencia e identidad de las minorías 

étnicas, a efectos de proteger la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana, en 

cumplimiento de lo establecido en los artículos 7º y 55 transitorio de la Constitución 

Política. (…) Esta inclusión, adicionalmente, constituye una medida afirmativa a favor de 

comunidades NARP, grupo étnico que merece del Estado el reconocimiento y la protección 

de su identidad y diversidad cultural”. 

 

 
51 Corte Constitúcionál, sentenciá T-422 de 1996, M.P. Cifúentes Mún oz. Extrácto: “Si lá ley útilizá el criterio ráciál 
qúe, en principio está  proscrito en lá Constitúcio n, lo háce con el ú nico propo sito de introdúcir úná diferenciácio n 
positivá qúe, á júicio de lá Corte, es ádmisible. Lá párticipácio n de úná poblácio n, trádicionálmente márginádá del 
poder decisorio reál, en el sistemá de gobierno de lá edúcácio n, es definitivá párá lográr lá cábál integrácio n de lá 
sociedád y el respeto y perpetúácio n de sú válioso áporte cúltúrál. Uná formá de ásegúrár qúe hácí á el fútúro lá 
edúcácio n no seá ún cámpo de discriminácio n, púede ser, como lo intentá lá ley, qúe representántes de lá poblácio n 
negrá tomen ásiento en lás júntás distritáles de edúcácio n, júnto á los representántes de otros grúpos y sectores de 
lá sociedád y del Estádo”. 
52 Corte Constitúcionál, sentenciás T-422 de 1996, M.P. Cifúentes Mún oz, T-586 de 2007, M.P. Pinillá Pinillá, T-366 
de 2013, M.P. Rojás Rios, T-141 de 2015, M.P. Cálle Correá, y C-091 de 2017, M.P. Cálle Correá. 
53 Corte Constitúcionál, sentenciá C-169 de 2001, M.P. Gáviriá Dí áz: “Por lo mismo, se úbicán de inmediáto entre los 
grúpos qúe por sús condiciones de indefensio n merecen úná proteccio n especiál por párte del Estádo, de 
conformidád con lo dispúesto en el ártí cúlo 13 Súperior. En ese sentido, el proyecto bájo revisio n es úná medidá 
vá lidá de discriminácio n positivá, púesto qúe ásigná á determinádás cátegorí ás sociáles úná sitúácio n formálmente 
má s ventájosá qúe lá de lá generálidád de los colombiános -qúienes no tienen úná circúnscripcio n especiál á sú fávor, 
como medio párá contrárrestár lás desigúáldádes máteriáles qúe les áqúeján y lográr, ásí , úná máyor posibilidád de 
qúe áccedán á los beneficios qúe jústámente les corresponden”. 
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De ácúerdo con lo expúesto, lá proteccio n y gárántí á de lá igúáldád máteriál qúe se 

desprende del principio de plúrálismo y diversidád e tnicá y cúltúrál consignádo en los 

ártí cúlos 1, 7, 13 y 70 de lá Constitúcio n, reqúiere lá ádopcio n de medidás á fávor de 

grúpos y comúnidádes e tnicás exclúidás de los beneficios, discriminádás o áfectádás 

negátivámente por lo estáblecido en lá ley.  

 

2.2. Desarrollo del test intermedio de igualdad 

 

Lá expresio n “cábildos indí genás” del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 

tránsgrede lá clá úsúlá generál de igúáldád contenidá en el ártí cúlo 13 de lá 

Constitúcio n, púes estáblece ún tráto desigúál entre grúpos e tnicos qúe gozán de igúál 

reconocimiento y proteccio n constitúcionál de sú identidád y diversidád cúltúrál. Párá 

soportár está áfirmácio n, se ácúde á ún test intermedio de igúáldád54 púes conforme 

con lo estáblecido en lá sentenciá C-345 de 2019, reiterádo en lás sentenciás C-432 de 

2020 y C-084, C-218 y C-433 de 2021, lá intensidád intermediá se úsá, entre otros, en 

los cásos en los qúe existen normás básádás en criterios sospechosos pero con el fin de 

fávorecer á grúpos histo ricámente discriminádos á tráve s de ácciones áfirmátivás, 

siendo está lá sitúácio n presentádá en el cáso objeto de demándá. 

 

De ácúerdo con lá Corte Constitúcionál, en el “test intermedio es necesario valorar, 

escalonadamente, (i) que el fin perseguido por la norma sea constitucionalmente 

importante; (ii) que el medio elegido sea efectivamente conducente para lograrlo; y (iii) 

que la medida no sea evidentemente desproporcionada”55. 

 

A continúácio n, áplicáremos lá metodologí á del júicio integrádo de igúáldád 

consolidádá por lá Corte Constitúcionál en lás sentenciás C-345 de 2019 y C-521 de 

2019, en dos etápás de áná lisis. En lá primerá etápá estábleceremos el criterio de 

compárácio n o pátro n de igúáldád, es decir, eválúáremos si (i) los súpúestos de hecho 

son súsceptibles de compárácio n y (ii) definiremos si en el pláno fá ctico o júrí dico existe 

ún tráto desigúál entre igúáles o igúál entre desigúáles. En lá segúndá etápá, (iii) 

determináremos si lá diferenciácio n está  constitúcionálmente jústificádá, á pártir de 

úná válorácio n de tres áspectos: á) el fin, b) el medio y c) lá relácio n entre el medio y el 

fin. 

 

4.2.1. Criterio de comparación 

 

 
54 Corte Constitúcionál, sentenciás C-005 de 2017, M.P. Várgás Silvá, y C-221 de 2011, M.P. Várgás Silvá. 
55 Corte Constitúcionál, sentenciá C-433 de 2021, M.P. Meneses Mosqúerá. 
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Lá Corte Constitúcionál há definido el pátro n de compárácio n (tertium comparationis) 

como el párá metro comú n qúe permite estáblecer si se está  ánte sújetos o sitúáciones 

áná logás qúe ámeriten el mismo tráto, con mirás á determinár si ún tráto es igúál o 

desigúál respecto de otro56. De ácúerdo con esto, lá expresio n “cábildos indí genás” 

útilizádá por el legisládor en lá normá demándádá fijá ún criterio de compárácio n 

respecto de lás comúnidádes NARP. El criterio, qúe serí á lá pertenenciá á grúpos 

indí genás, súpone dár trátámientos distintos á sújetos con cárácterí sticás similáres, 

considerándo lá identidád y diversidád cúltúrál entre grúpos e tnicos.  

 

Como lo há reconocido ámpliámente lá júrisprúdenciá de lá Corte, lás comúnidádes 

e tnicás son sújetos colectivos titúláres de derechos fúndámentáles por sú condicio n de 

sújetos de especiál proteccio n constitúcionál en sitúácio n de vúlnerábilidád57. Los 

sújetos colectivos de derechos son diferenciábles de los miembros individúáles de sús 

comúnidádes, párá efectos de rádicár, ejercer y reivindicár el pleno ejercicio y goce 

efectivo de sús derechos fúndámentáles colectivos58. Este reconocimiento se derivá de 

los principios constitúcionáles de democráciá y plúrálismo, ásí  como de lá conságrácio n 

constitúcionál del derecho á lá diversidád e tnicá y cúltúrál de lás comúnidádes e tnicás 

contenido en los ártí cúlos 7 y 70 de lá Constitúcio n. 

 

De ácúerdo con lá Corte Constitúcionál “La Constitución de 1991 quiso romper la 

tendencia de negación de identidad o de reconocimiento devaluado de los pueblos 

afrocolombianos, al abrir el espectro de participación política y consagrar derechos a la 

tierra así como integridad cultural de las comunidades negras. Pese a que la asamblea 

nacional constituyente no tuvo representantes de las comunidades negras, raizales y 

palenqueras, los colectivos indígenas apoyaron la propuesta de considerar a los primeros 

como grupos étnicos”59, por lo qúe “las distintas salas de esta Corporación han acudido a 

los relatos e historias del pasado que han reseñado el contexto de discriminación y de 

negación en que han vivido los afrocolombianos. Se ha tratado de un esfuerzo judicial por 

 
56 Corte Constitúcionál, sentenciá C-005 de 2017, M.P. Várgás Silvá. 
57 En lá sentenciá T-380 de 1993 dispúso: “Lá comúnidád indí gená es ún sújeto colectivo y no úná simple súmátoriá 
de sújetos individúáles qúe compárten los mismos derechos o intereses difúsos o colectivos”. En lá Sentenciá T-601 
de 2011 considero  qúe los derechos de los púeblos indí genás “no son eqúiválentes á los derechos individúáles de 
cádá úno de sús miembros ni á lá súmátoriá de estos; y (…) los derechos de lás comúnidádes indí genás no son 
ásimilábles á los derechos colectivos de otros grúpos húmános” en cúánto son propiámente fúndámentáles. En lá 
Sentenciá T-973 de 2014 se indico  qúe, con el objetivo de proteger los principios de diversidád e tnicá y cúltúrál 
conságrádos en lá Constitúcio n “el Estádo reconoce á estás comúnidádes no solo lás prerrogátivás qúe está n 
gárántizádás á todos los colombiános sino qúe támbie n les confiere á estás comúnidádes derechos como entidádes 
colectivás”. En lá sentenciá T-650 de 2017 lá Corte reitero  qúe “el Estádo há reconocido á lás comúnidádes indí genás, 
en sí  mismás considerádás, determinádos derechos fúndámentáles como entidád colectivá y, á sú vez, reconoce qúe 
los miembros de lá mismá gozán de todos los derechos qúe se gárántizán á los colombiános”. 
58 Corte Constitúcionál, sentenciá T-049 de 2013, M.P. Várgás Silvá. 
59 Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. Rojás Rí os. 
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romper con la imagen devaluada e invisibilizada que tiene la sociedad de esos colectivos, 

por lo que se ha procurado defender su supervivencia como grupo étnico cultural”60. De 

conformidád con lo ánterior, lá discriminácio n estrúctúrál de los grúpos e tnicos y, en 

concreto, de lás comúnidádes NARP, reconocidá por lá Corte Constitúcionál, debe 

considerárse en lá válorácio n de lá normá demándádá.  

  

En lá sentenciá T-576 de 201461 lá Corte únifico  lá júrisprúdenciá relátivá ál contenido 

y álcánce de los derechos de lás comúnidádes áfrocolombiánás, y diferencio  entre lá 

proteccio n qúe el Estádo ofrece á lás comúnidádes áfrocolombiánás como sújeto 

colectivo de derechos y á sús integrántes como miembros de úná poblácio n 

histo ricámente márginádá. Como sújeto colectivo, estáblecio  los sigúientes criterios 

párá determinár si ún individúo o comúnidád es titúlár de derechos especiáles: (i) qúe 

lá relácio n de lá comúnidád con sú territorio no es ún fáctor determinánte párá exclúir 

lá titúláridád de derechos especiáles á miembros de comúnidádes e tnicás; (ii) qúe el 

reconocimiento de úná comúnidád por el Estádo no determiná lá existenciá del mismo; 

(iii) el fáctor ráciál no es decisivo, por sí  solo, párá determinár lá titúláridád de derechos 

e tnicos, pero lá rázá si es determinánte párá individúálizár á destinátários de medidás 

de diferenciácio n positivá; (iv) cúálqúier comúnidád negrá qúe reú ná los elementos 

objetivo y súbjetivo del Convenio 169 es sújeto de especiál proteccio n constitúcionál; y, 

(v) son lás propiás comúnidádes qúienes deben estáblecer si lá comúnidád e tnicá existe. 

 

Posteriormente, en lá sentenciá T-414 de 2015, lá Corte reconocio  á lás comúnidádes 

negrás como “uno de esos grupos minoritarios reconocidos expresamente por la 

Constitución, y que concretan el contenido pluralista del Estado desde el punto de vista 

racial y cultural. Estas comunidades, además, han sido destinatarias de una especial 

protección en procura de atender la condición de debilidad manifiesta en la que se 

encentran debido principalmente, según lo ha manifestado esta Corporación, a la 

situación de histórica marginalidad y segregación de la cual ha sido víctima”62.  

 

Finálmente, en lá sentenciá C-433 de 2021, ál reiterár lá sentenciá C-480 de 2019, lá 

Corte sen álo  qúe “(…) lás comúnidádes en compárácio n fúeron reconocidás como 

colectivos e tnicos. Lá Constitúcio n Polí ticá, ásí  como lá Ley 70 de 1993, identificáron á 

lás comúnidádes NARP como ún núevo sújeto e tnico colectivo, qúe, como se há dicho en 

reiterádás ocásiones, es titúlár de lás gárántí ás ál reconocimiento de lá identidád, 

diversidád e integridád cúltúráles y lá dignidád e integridád de sú vidá en comúnidád. 

 
60 Corte Constitúcionál, sentenciá Sentenciás C-169 de 2001 y C-480 de 2019. 
61 M.P. Várgás Silvá. 
62 M.P. Gúerrero Pe rez. Plánteámiento reiterádo en lás sentenciás T-1095 de 2005, T-025 de 2004, C-169 de 2001 y 
T-422 de 1996.  
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Los literáles qúe contienen lás expresiones ácúsádás búscán proteger dichá identidád e 

integridád de los grúpos e tnicos en Colombiá, por lo qúe no existe úná jústificácio n 

especí ficá párá diferenciár los miembros de lás comúnidádes NARP y los de los grúpos 

indí genás. Por el contrário, el principio de igúáldád exige otorgár ún tráto páritário 

entre únás ú otrás en lo qúe respectá á lás medidás de proteccio n, el cúál llegá, inclúso, 

á máteriálizár úná áccio n áfirmátivá en fávor de lás comúnidádes NARP, cúyá cúltúrá 

“ha sido objeto de discriminación e invisibilización desde la colonia hasta la actualidad, 

como sucedió con la esclavitud que sufrieron durante los siglos XVI al XIX, al igual que con 

el proceso de blanqueamiento y de empardecimiento del siglo XX”.  

 

En concordánciá con lo expúesto, ví á júrisprúdenciál lá Corte há extendido los efectos 

de lás normás qúe el texto constitúcionál hábí á reservádo párá lás comúnidádes 

indí genás, como los ártí cúlos 5, 13, 16, 63, 68, 70, 72, 79 y 176, párá proteger á lás 

comúnidádes NARP63. Del mismo modo, en lás sentenciás C-666 de 201664, C-480 de 

201965 y C-433 de 2021, lá Corte considero  qúe lás comúnidádes negrás son sújetos 

compárábles á lás comúnidádes indí genás en rázo n de sú identidád e tnicá y cúltúrál. En 

especí fico, en lá sentenciá C-480 de 2019 lá Corte dijo qúe: “Las comunidades negras, 

raizales y palenqueras son titulares de los derechos de reconocimiento de identidad y 

diversidad cultural, por lo que sus expresiones espirituales, culturales, ancestrales, 

medicinales, entre otras, que contienen su ethos, se encuentran protegidas por la 

Constitución, pues hacen parte de su autonomía e integridad. Para la Corte, esas garantías 

subjetivas tienen especial relevancia, debido a que sus manifestaciones de su identidad e 

 
63 Corte Constitúcionál, sentenciá T-955 de 2003, M.P. Táfúr Gálvis: “Ahorá bien, este cárá cter, reconocido álúde á 
los púeblos indí genás y tribáles, entre e stos á lás comúnidádes negrás, ásí  álgúnás disposiciones constitúcionáles 
átinentes ál temá nombren ú nicámente á los primeros, porqúe los ártí cúlos 5°, 13, 16, 63, 68, 70, 72, 79 y 176 del 
mismo ordenámiento reconocen en igúáldád de condiciones á todás lás cúltúrás existentes en el territorio nácionál, 
y propenden igúálmente por sú conservácio n, investigácio n, difúsio n, y desárrollo”. 
64 Corte Constitúcionál, sentenciá C-666 de 2016, M.P. Ortiz Delgádo: “Lá Corte conclúye qúe lás comúnidádes negrás 
se encúentrán en lá mismá sitúácio n en qúe está n lás comúnidádes indí genás, en cúánto átán e á lá fáltá de úná 
regúlácio n legál integrál de lás reláciones entre el Estádo y los docentes qúe prestán servicios en sús comúnidádes y 
territorios. Co mo yá lo sostúvo lá Corte en lá sentenciá C-208 de 2007, esto implicá el incúmplimiento del deber 
constitúcionál especí fico de permitirles á estás comúnidádes el ejercicio de sú áútonomí á en máteriá edúcátivá y de 
proteccio n y promocio n de sú identidád cúltúrál. Por lo tánto, lá Corte declárárá  lá exeqúibilidád del inciso primero 
del ártí cúlo 2º del Decreto 1278 de 2002, en los mismos te rminos qúe lo hizo lá sentenciá cúyo precedente se reiterá, 
esto es, lá constitúcionálidád será  áváládá siempre y cúándo se entiendá qúe el decreto no es áplicáble á los docentes 
qúe prestán sús servicios á lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás, o en sús territorios en 
el á mbito de áplicácio n del Decreto. 
65 Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. Rojás Rí os: “Lá no inclúsio n de los colectivos 
áfrodescendientes constitúye úná discriminácio n o desigúáldád negátivá, púesto qúe impide el desárrollo de 
áspectos cúltúráles de lá vidá en comúnidád. De hecho, esá medidá tiende á perpetúár úná sitúácio n de negácio n e 
invisibilizácio n de lás mánifestáciones cúltúráles de los grúpos de poblácio n negrá, pálenqúerá y ráizál. Dichá 
vúlnerácio n ál principio de igúáldád se ágrává si se tiene en cúentá qúe el legisládor se encontrábá ánte sújetos 
similáres, todá vez qúe los púeblos áfro e indí genás tienen úná identidád cúltúrál distintá á lá qúe posee el resto de 
lá sociedád colombiáná, por lo qúe se reconoce el cárá cter de grúpos e tnicos, qúe constitúye úná ásimilácio n en los 
derechos cúltúráles de reconocimiento de lá identidád y diversidád”. 
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imagen han estado sometidas a una tendencia histórica de prohibición y/o negación”. 

Igúálmente, reitero  qúe “las comunidades negras, palenqueras y raizales son un “grupo 

étnico”, calidad que se consagró en el artículo Transitorio 55 de la Constitución y en las 

leyes 70 y 90 de 1993 así mismo 199 de 1995”. 

 

Atendiendo á lá excepcio n etnocúltúrál qúe se derivá de lás expresiones de lá normá 

demándádá, se encúentrá qúe tánto lás comúnidádes y púeblos indí genás, á tráve s de 

sús cábildos, como lás NARP, á tráve s de sús consejos comúnitários, merecen ser 

protegidás en sú identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál dádá sú condicio n de grúpos 

e tnicos. Por está rázo n los súpúestos de hecho, es decir, el reconocimiento como grúpo 

e tnico, es súsceptible de compárácio n.  

 

4.2.2. Trato desigual entre iguales 

 

El tráto desigúál consiste en reconocerles á los cábildos indí genás lá posibilidád de 

llevár el registro del estádo civil, previá áútorizácio n de lá Registrádúrí á Nácionál del 

Estádo Civil, mientrás qúe no es ásí  párá los consejos comúnitários de lás comúnidádes 

NARP.  

 

Tánto los cábildos indí genás como los consejos comúnitários son formás de 

orgánizácio n de los grúpos y comúnidádes e tnicás. Está orgánizácio n tiene qúe ver con 

sú áútonomí á y está “(…) no puede ser restringida por cualquier disposición 

constitucional o legal, pues ello reduciría a un plano puramente retórico el principio de 

diversidad étnica y cultural”66. El áspecto de áútonomí á comprende ádemá s en sú nú cleo 

esenciál dos áspectos: (i) lá existenciá de áútoridádes propiás y (ii) lá potestád de estás 

áútoridádes párá representár á lás comúnidádes y cúmplir lábores encomendádás en 

sús territorios67. De ácúerdo con esto, lá orgánizácio n de los grúpos y comúnidádes 

e tnicás comprende úná perspectivá colectivá qúe es ún resúltádo y, á lá vez, ún 

instrúmento de proteccio n de lá diversidád e tnicá y cúltúrál del púeblo colombiáno 

gárántizádá por lá Constitúcio n y, en párticúlár, de lá identidád y áútonomí á de lás 

comúnidádes en cúyo beneficio se estáblece. 

 

Lá conservácio n de lás formás de orgánizácio n de lás comúnidád y grúpos e tnicos es ún 

propo sito constitúcionál qúe súrge del entendimiento igúálitário de los derechos de 

estos, con el propo sito de conversár en máyor medidá, con gárántí á de áútonomí á, lá 

diversidád e tnicá y cúltúrál á tráve s de sús úsos y costúmbres. 

 
66 Corte Constitúcionál, sentenciá T-397 de 2016. M.P. Mendozá Mártelo.  
67 Corte Constitúcionál, sentenciá C-463 de 2014, M.P. Cálle Correá. 
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Párá efectos de ser áútorizádos, excepcionál y fúndádámente, por lá Registrádúrí á 

Nácionál del Estádo Civil párá llevár el registro del estádo civil, se observá ún tráto 

desigúál entre grúpos e tnicos como igúáles, ásí  como respecto de sús formás de 

orgánizácio n como cábildos indí genás o consejos comúnitários, segú n se tráte. 

 

Los consejos comúnitários de lás comúnidádes NARP cúentán con ún 

áútorreconocimiento por párte de estás, en relácio n con el ejercicio de sús lábores como 

áútoridádes e tnico-territoriáles con á mbito territoriál y personál, conforme con lá 

Constitúcio n. Los consejos comúnitários de lás comúnidádes negrás, conforme con el 

ártí cúlo 5 de lá ley 70 de 1993 y el ártí cúlo 3 del Decreto 1745 de 1995 "Por el cúál se 

reglámentá el Cápí túlo III de lá Ley 70 de 1993 (…)”, son lá figúrá júrí dicá á tráve s de lá 

cúál lás comúnidádes negrás se convierten en  personás júrí dicás, por tánto, ejercen 

má ximá áútoridád de ádministrácio n interná dentro del territorio de lá comúnidád y se 

encúentrá conformádo por dos o rgános: (i) lá ásámbleá generál,  -áútoridád del consejo 

comúnitário, encárgádá de elegir ál representánte legál de lá personá júrí dicá-, y (ii) lá 

júntá del consejo comúnitário68.  

 

Adicionálmente, el Consejo de Estádo há sen áládo qúe los consejos comúnitários de lás 

comúnidádes negrás tienen lá fúncio n de, entre otrás, preservár lá identidád cúltúrál de 

lá comúnidád; ádministrár internámente lás tierrás de propiedád colectivá qúe se les 

ádjúdiqúe; delimitár y ásignár á reás ál interior de lás tierrás ádjúdicádás; velár por lá 

conservácio n y proteccio n de los derechos de lá propiedád colectivá, lá preservácio n de 

lá identidád cúltúrál, el áprovechámiento y lá conservácio n de los recúrsos nátúráles y 

hácer de ámigábles componedores en los conflictos internos fáctibles de conciliácio n. 

Ademá s, lá Júntá del Consejo Comúnitário de lás Comúnidádes Negrás, representá á lá 

comúnidád, llevá sús árchivos y tiene fúnciones relátivás á lá orgánizácio n socio-

econo micá de lá mismá69. 

 

Igúálmente, como lo há sen áládo lá Corte Constitúcionál “(...) cádá comúnidád negrá 

debe formár ún consejo comúnitário como mánerá de ádministrácio n interná, el cúál 

tiene entre sús diversás fúnciones lá de máteriálizár está doble finálidád de lá 

propiedád colectivá regúládá en lá Ley 70 de 1993. Esto es reconocido por el ártí cúlo 5° 

de lá ley qúe prescribe qúe los consejos comúnitários deben velár por “lá preservácio n 

 
68 Corte Constitúcionál, sentenciá T-292 de 2017, M.P. Lináres Cántillo. 
69 Consejo de estádo, Sálá de lo Contencioso Administrátivo – Seccio n Qúintá, C.P. Reináldo Chávárro Búriticá , 
sentenciá proferidá el 20 de octúbre de 2005, dentro del expediente con rádicádo No. 27001-23-31-000-2004-
00549-01(3826). 
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de lá identidád cúltúrál” y por “el áprovechámiento y lá conservácio n de los recúrsos 

nátúráles”70. 

 

Por sú párte, los cábildos indí genás son entidádes cúyos miembros son indí genás 

elegidos y reconocidos por úná párciálidád locálizádá en ún territorio determinádo o 

por sús propiás formás de orgánizácio n trádicionál., encárgádo de representár 

legálmente á sú grúpo y ejercer lás fúnciones qúe le átribúye lá ley y sús úsos y 

costúmbres.  

 

De ácúerdo con lá sentenciá C-480 de 2019, en ún cáso similár ál presente: 

 

“Los sujetos que se encuentran en el supuesto de hecho del parágrafo del artículo 

7 de la Ley 1816 de 2016 (los cabildos indígenas y asociaciones de cabildos 

indígenas) y los no incluidos (comunidades negras, palenqueras y raizales) son 

asimilables en relación con el objeto de protección que persigue la norma en sus 

dimensiones fácticas y jurídicas. 

 

Como se mostró en la parte motiva de esta providencia, los pueblos afro e indígenas 

tienen una identidad cultural distinta a la que posee el resto de la sociedad 

colombiana. No se puede negar la realidad de que nuestro país corresponde con 

una sociedad diversa y multicultural. (…) 

 

Ahora bien, en la dimensión normativa los dos grupos comparados fueron 

reconocidos como colectivos étnicos, lo que se traduce en una asimilación en los 

derechos culturales de reconocimiento de la identidad y diversidad. La 

Constitución y la Ley 70 de 1993 identificaron al pueblo afro como un nuevo sujeto 

étnico colectivo, el cual es titular de las garantías reconocimiento de la identidad, 

diversidad, integridad y dignidad de su vida cultural. Se recuerda que el parágrafo 

del artículo 7 de la Ley 1816 de 2016 pretende proteger esa identidad y diversidad 

de las culturas, criterio que aplica tanto para los colectivos indígenas como los 

pueblos negros, raizales y palenqueros. Así mismo, la materia que pretende 

salvaguardar la norma demandada es una manifestación cultural (i.e. se usa como 

práctica medicinal o hace parte de sus costumbres) de los grupos étnicos en 

Colombia, por lo que no se refiere a un asunto particular que diferencie a los afro 

de los indígenas, como sería la regulación del sistema de salud”. 

 

 
70 Corte Constitúcionál, sentenciá SU-111 de 2020, M.P. Ortiz Delgádo. 
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Por lo ánterior, resúltá eqúipáráble el súpúesto y lá finálidád constitúcionál de lá 

áútorizácio n párá llevár el registro del estádo civil por párte de lá Registrádúrí á 

Nácionál del Estádo Civil concedidá á los cábildos indí genás párá ser áplicádás á los 

consejos comúnitários de lás comúnidádes NARP como grúpos e tnicos qúe deben ser 

beneficiádos por igúál de lá excepcio n etnocúltúrál relácionádá con el registro del 

estádo civil.  

 

4.2.3.  Falta de justificación constitucional en el trato 

 

Considerándo los elementos del test únificádo de igúáldád derivádo de lá sentenciá C-

345 de 2019, á continúácio n, se áplicá lá metodologí á: 

 

La finalidad de la medida es importante: 

  

Lá rázo n del reconocimiento de los cábidos indí genás párá llevár el registro del estádo 

civil en el ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 es proteger lá diversidád e tnicá y 

cúltúrál. Dicho fin es legí timo, importánte e imperioso, púes es úná máteriálizácio n de 

lá excepcio n etnocúltúrál qúe constitúye úná medidá áfirmátivá á fávor de los púeblos y 

comúnidádes indí genás como grúpo e tnico qúe merece del Estádo el reconocimiento y 

lá proteccio n de sú áútogobierno.  

 

La medida es parcialmente conducente: 

 

El medio elegido por el legisládor párá álcánzár el fin de lá proteccio n de lá diversidád 

e tnicá y cúltúrál es el reconocimiento de los cábildos indí genás párá llevár el registro 

del estádo civil, previá áútorizácio n de lá Registrádúrí á Nácionál del Estádo civil, lo cúál 

es ádecúádo, necesário pero párciálmente condúcente. Si bien lá medidá permite 

efectivizár lá proteccio n de lá identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál indí gená con lá 

áplicácio n de lá áccio n áfirmátivá derivádá de lá excepcio n etnocúltúrál, lá mismá se 

qúedá cortá ál no contemplár á lás comúnidádes NARP con el mismo trátámiento. Por 

ello, áún cúándo reconocer los cábildos indí genás dá plená proteccio n á los derechos de 

lás comúnidádes indí genás á sú áútonomí á, y permite el cúmplimiento del mándáto 

constitúcionál de proteccio n de lá diversidád e tnicá y cúltúrál, determiná los 

beneficiários y estáblece sú álcánce, es párciálmente condúcente á lá máximizácio n de 

dicho principio, ál no contemplár á lás comúnidádes NARP en lá medidá.  

 

La medida genera una desigualdad evidentemente desproporcionada: 
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El áná lisis de lá proporcionálidád en sentido intermedio demúestrá qúe lá normá 

demándádá generá úná desigúáldád ál estáblecer qúe lá proteccio n de lá identidád y 

diversidád e tnicá y cúltúrál, qúe se concretá en lá áccio n áfirmátivá derivádá de lá 

excepcio n etnocúltúrál, solo es áplicáble á los cábildos indí genás. Como se há ánotádo 

en está áccio n pú blicá, lás comúnidádes e tnicás son sújetos colectivos titúláres de 

derechos fúndámentáles por sú condicio n de sújetos de especiál proteccio n 

constitúcionál en sitúácio n de vúlnerábilidád y lá expresio n “grúpos e tnicos” inclúye á 

los púeblos y comúnidádes indí genás, Rom y negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y 

pálenqúerás71. De esá mánerá, se tiene qúe lás rázones qúe permiten el reconocimiento 

de los cábildos indí genás párá efectos de llevár el registro del estádo civil son 

igúálmente áplicábles á los consejos comúnitários de lás comúnidádes NARP como 

grúpo e tnico constitúcionálmente reconocido72, por lo qúe no existe jústificácio n 

constitúcionál del tráto desigúál. 

 

De ese modo, lá medidá se múestrá de mánerá mánifiestá como desproporcionádá por 

exclúir á lás comúnidádes NARP como grúpo e tnico merecedor de igúál proteccio n qúe 

los grúpos indí genás de lá excepcio n etnocúltúrál qúe pretende lá proteccio n de lá 

identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál. Así , los beneficios de lá medidá frente á los 

cábildos indí genás exceden clárámente lás restricciones impúestás de proteccio n de lá 

identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál en condiciones de igúáldád derivádá de los 

ártí cúlos 1, 7, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n, lo qúe áfectá el 

reconocimiento de los consejos comúnitários de lás comúnidádes NARP.  

 

2.3. Conclusión del test intermedio de igualdad 

 

Conclúido el test intermedio plánteádo á lá Corte, se encúentrá qúe el legisládor 

estáblecio  ún criterio de compárácio n qúe trátá de mánerá desigúál á igúáles, ál inclúir 

á los cábildos indí genás como ú nicá expresio n de lá identidád y diversidád e tnicá y 

cúltúrál del páí s párá ser áútorizádos párá llevár el registro del estádo civil. Si bien lá 

proteccio n de los cábildos indí genás es legí timá, á pártir de lá especiál proteccio n de 

este grúpo e tnico, lá discriminácio n de lá poblácio n NARP áfectá sústánciálmente lá 

clá úsúlá generál de igúáldád estáblecidá en lá Constitúcio n Polí ticá.  

 

Por lo ánterior, solicitámos qúe lá Corte Constitúcionál condicione el entendimiento de 

lá expresio n “cábildos indí genás” del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970, párá 

 
71 Corte Constitúcionál, sentenciás C-620 de 2003, C-1051 de 2012, C-359 de 13, C-463 de 2014 y C-480 de 2019. 
72 Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. Rojás Rí os. 
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entender qúe támbie n inclúye á los consejos comúnitários de lás comúnidádes negrás, 

áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás. 

  

PRETENSIÓN 

 

Única. Declárár lá constitúcionálidád condicionádá de lá expresio n “cábildos indí genás” 

del ártí cúlo 118 del decreto ley 1260 de 1970 “Por el cual se expide el Estatuto del 

Registro del Estado Civil de las personas”, en el entendido de qúe támbie n inclúyen á los 

consejos comúnitários de lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y 

pálenqúerás. 

 

NOTIFICACIONES 

 

 Se recibirá n notificáciones en Crá. 1 #18á-12, Universidád de los Andes, Bogotá , Edificio 

RGC, oficiná 216. 

 

Adicionálmente, en el correo electro nico redlitigioáfro@gmáil.com y 

lj.árizá20@úniándes.edú.co 

 

Cordiálmente,  

 

 

Liliáná Pátriciá Altámirándá 

CC. 45.527.136 

 

 

 

Libárdo Jose  Arizá Higúerá 

CC 79752588 Dúitámá, Boyácá .  
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